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ACCIONANTE:      MÓNICA BEATRIZ VELÁSQUEZ GARCIA

En Rep.de ROSAURA GARCÍA DE VELÁSQUEZ


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, junio treinta (30) de dos mil seis (2006)
Aprobado por Acta No. 397
Hora: 05:45 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo, la impugnación interpuesta por el Gerente Seccional de la E. P. S. Seguro Social, contra el fallo de tutela proferido el veinticuatro (24) de abril de dos mil seis (2006) por el señor Juez Cuarto Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción interpuesta por la ciudadana MÓNICA BEATRIZ VELÁSQUEZ GARCÍA, en representación de su señora madre ROSAURA GARCÍA DE VELÁSQUEZ. 
2.- DEMANDA 

Afirmó la accionante que su progenitora de cincuenta y tres (53) años de edad, requiere que se le implante un STENT MEDICADO, ya que según el criterio médico, permitiría una mejor respuesta de la paciente frente al delicado estado de salud en que se encuentra, dado que se puede infartar en cualquier momento.

Dijo además, que actuaba como agente oficioso de su madre, ya que se encontraba hospitalizada sin poderse movilizar y solicitó por medio del trámite constitucional que se ordenara al ISS que de manera inmediata y como medida provisional se le realizara el procedimiento con el STENT MEDICADO, por estar en peligro su vida. 
3.- FALLO 

Una vez recibida la demanda, el Juez Constitucional de primer grado, accedió a lo solicitado por la actora y dispuso que como medida provisional, se implantaran de manera inmediata los STENT MEDICADOS formulados por el médico tratante.

En su fallo, el señor Juez Cuarto Penal del Circuito, tuvo en cuenta los hechos narrados por la accionante, así como la respuesta suministrada por parte de la entidad accionada. Consideró que aunque el Seguro Social negaba el tratamiento ordenado aduciendo que no se encontraba incluido en el POS, las garantías a la seguridad social y en especial, a la vida, no podían quedar supeditadas a las limitaciones legales. Se fundamentó en jurisprudencia de la Corte Constitucional aplicable al caso y concluyó que a la E.P.S. correspondía asumir esa obligación sin dilación alguna.
De todas maneras, se aceptaba que el Seguro Social estaba atendiendo los requerimientos que en materia de salud presentaba la señora ROSAURA GARCÍA, empero, era de suma importancia la realización de la cirugía ordenada por el médico tratante con el fin de evitar posibles consecuencias dañinas. El estar recluida en la Clínica Pío XII era indicativo del estado delicado de salud y aún así, existía la posibilidad de recaer y volverse a infartar, por ello, de acuerdo con la medida provisional decretada, la práctica del procedimiento ordenado por el médico tratante era de cumplimiento inmediato.
En ese orden de ideas, concedió el amparo deprecado y ordenó al Seguro que con la notificación del fallo, se realizaran todos los trámites necesarios para la autorización y dentro del término improrrogable de cuarenta y ocho  (48) horas siguientes autorizara la implantación de los DOS (2) STENT MEDICADOS que requería la paciente. También, dispuso el suministro del tratamiento que requiriera para aliviar la enfermedad que padecía. Concedió además, la facultad de recobro ante el FOSYGA por los procedimientos que se encuentran excluidos del POS. Por demás, para ejercer la vigilancia del fallo, requirió al señor Gerente del Seguro Social para que remitiera al juzgado la constancia de la orden emitida para la práctica del procedimiento, so pena de incurrir en desacato.
4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda impugnó la decisión para solicitar ampliación del plazo otorgado para la realización del procedimiento. Puso de manifiesto el proceso de contratación que debe realizar, en el que se deben seguir los lineamientos de la Ley 80 de 1993, que señala como dispendiosos y que por tratarse de un procedimiento NO POS el mismo no se encuentra disponible en la RED PROPIA del ISS, por lo que debe efectuar dicho contrato con un Prestador de Servicios de Salud externo. Solicita aplicar el principio del derecho que determina que nadie está obligado a lo imposible, como parece ser la situación respecto del término de cuarenta y ocho (48) horas concedido para la práctica del procedimiento ordenado al accionante.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el señor Juez Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

En lo que es materia del recurso, debe decir la Sala que la orden emitida por el juzgado de primera instancia, es clara en cuanto el plazo de cuarenta y ocho (48) horas, se concede para producir la autorización pertinente, respecto de la realización de los procedimientos terapéuticos relacionados con la implantación de los STENT MEDICADOS que la condición de salud de la señora ROSAURA GARCÍA DE VELÁSQUEZ demanda.

En ese entendido, dado que lo ordenado, es básicamente un acto de trámite, el plazo concedido para ello aparece como suficiente y proporcionado, con mayor razón, cuando como aquí acontece, desde la misma admisión de la demanda de tutela, se dispuso como medida provisional que tal procedimiento se efectuara, situación que permitió al Seguro Social disponer del tiempo suficiente para realizar las coordinaciones necesarias para satisfacer la necesidad de su paciente.

Y es que no podía ser de otra manera, dado que el transcurso del tiempo, sin la adecuada atención, es factor que pone en serio riesgo la salud de la señora afectada, incluida su propia existencia, persona que no tiene por qué soportar una espera mayor para recibir el tratamiento ordenado, pues como se afirma en la acción desde el año anterior se le ordenó la cirugía de corazón con STENT CONVENCIONAL, pero ahora ya necesita que se le implanten STENTS MEDICADOS.

Con fundamento en los anteriores planteamientos, deviene inevitable la confirmación de la sentencia impugnada. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,   
FALLA: 

Primero: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Cuarto Penal  del Circuito de Pereira, que fuera impugnado. 
Segundo: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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